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Estimado señor:

Asunto:  Planteamiento de una solicitud para que la Contraloría General de la República dirima la diferencia de criterio entre la Tesorería Nacional y la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, en lo referente a la incorporación de los recursos del Fondo Nacional de Emergencias en la Caja Única del Estado. 

En relación con el oficio PRE 196-04, mediante el cual se plantea solicitud para que la Contraloría General de la República dirima la diferencia de criterio entre la Tesorería Nacional y la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias
, en lo referente a la incorporación de los recursos del Fondo Nacional de Emergencias en la Caja Única del Estado, se indica lo siguiente.

I. Potestad de La Contraloría General de La República de dirimir conflictos financieros. 


El artículo 37, inciso 2), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República
 dispone:

“Otras potestades y facultades.- La Contraloría General de la República tendrá, además de las anteriores, las siguientes facultades y potestades (...) 2) Solución de conflictos financieros: dirimir, agotando la vía administrativa, los conflictos financieros, surgidos entre los sujetos pasivos, con motivo de la aplicación de normas que integran el ordenamiento de control y fiscalización, cuando la ley no le atribuya esa competencia específica a otro órgano o ente.”


Tomando en consideración que la Comisión expone su criterio, y requerida al respecto la Tesorería Nacional suministra su posición sobre el tema, contenida en oficios datados el 2 de diciembre del 2003 y 26 de febrero del 2004, se procede a analizar el tema, para lo cual se parte de:

1° Que el término conflicto financiero, en concordancia con el significado usual del adjetivo utilizado
 y las potestades constitucionales y legales de la Contraloría General de la República
, alude a conflictos relativos a la Hacienda Pública.

2° Que la potestad del órgano contralor comprende, por habilitación expresa del legislador, dirimir conflictos de aplicación de “normas que integran el ordenamiento de control y fiscalización” 
en el cual esta Contraloría General funge como rectora de conformidad con el artículo 12 de su citada Ley Orgánica.

3° Que habida cuenta que las normas involucradas en el asunto que genera el conflicto en la aplicación (básicamente el artículo 35 de la Ley N° 7914 y los numerales 66 y 127 de la Ley N° 8131 y sus reformas), las cuales se consideran integrantes del referido ordenamiento de control y fiscalización de la Hacienda Pública, no se considera que el conflicto competa a otro órgano o entidad, concretamente no se considera que el caso planteado encuadre en las disposiciones que facultan a la Procuraduría General de la República para emitir dictámenes con carácter vinculante para toda la Administración Pública. 


De conformidad con lo expuesto, a continuación se exponen las posiciones de los órganos involucrados y se da el criterio de esta Contraloría General.

II. Criterio de La Comisión Nacional de Prevención de Riegos y Atención de Emergencias.


En el citado oficio PRE 196-04 se expone la tesis de la Comisión, órgano que interpreta que de conformidad con la Ley Nacional de Emergencia
, específicamente el numeral 35
 del referido cuerpo legislativo:

“...el legislador quiso que fuera la Comisión la que dispusiera de ese Fondo para los fines especialmente establecidos: atender emergencias y situaciones de riesgo inminente, utilizando para ello la figura de la administración. Esto resulta totalmente entendible y lógico ya que la atención de emergencias es una situación sui generis dentro del Estado Costarricense que es atribuida en forma exclusiva a la Comisión, y además por lo sensible que resulta esta materia, ya que se trata de salvaguardar la vida, integridad física y bienes de los administrados, ante situaciones excepcionales y de gravedad.”


Concretamente la Comisión solicita:

“...siendo uno de los fines de esa Contraloría el de garantizar la legalidad y la eficiencia en el manejo de los fondos públicos como Ente constitucional especializado para el control de la Hacienda Pública y rector del sistema de fiscalización presupuestaria, hemos considerado necesario que se defina si la aplicación de los artículos anteriormente citados de la Ley Nacional de Emergencias que obligan a la Comisión a administrar este Fondo, a invertir sus recursos y a la obtención de rendimientos positivos, debe imperar sobre lo dispuesto en la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos, artículo 66, el cual dispone que los ingresos que perciba el Gobierno de la República formarán parte de un fondo único a cargo de la Tesorería Nacional. / La Tesorería Nacional ha manifestado que los recursos del fondo deben incorporarse a la Caja Única del Estado y la Comisión ha mantenido un criterio diferente considerando que la responsabilidad por la administración del Fondo es de la Institución por disposición legal y por ello no podrían trasladarse estos recursos sin incurrir en un incumplimiento de deberes.”

III. Criterio de La Tesorería Nacional.


Mediante oficio  TN-2384-03 del 2 de diciembre del 2003, en respuesta a la nota PRE-0280-03 del 23 de octubre del 2003, la Tesorería Nacional emite criterio sobre la incorporación de la Comisión y el Fondo Nacional de Emergencias a la Caja Única del Estado, se extractan los siguientes puntos correspondientes al análisis realizado por el órgano indicado:

·  “El presente numeral [se refiere al artículo 66 de la Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos] ha dimensionado con mayor fuerza el principio de Caja Única y el papel de la Tesorería Nacional como órgano rector de dicho principio; al puntualizar que todos los ingresos que perciba el gobierno indistintamente de la fuente van a formar parte de la Caja única del Estado que administrará la Tesorería Nacional. / En este mismo orden de ideas la Ley 8131 en su numeral 127 inciso e) deroga todas aquellas disposiciones legales que facultan a los entes y  órganos incluidos en los incisos a) y b)  del artículo 1 de dicha ley a manejar fondos públicos, el mismo reza: “Artículo 127. Derogaciones. Deróganse las siguientes disposiciones legales: (...) e)Las disposiciones que otorguen a órganos de los entes y órganos incluidos en los incisos a) y b) del artículo 1 la facultad de manejar recursos financieros sin que estos ingresen a la caja única del Estado.(...)”

· “La inclusión de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias (en adelante CNE) en el proyecto de Caja Única de la Tesorería Nacional, se ha dado como consecuencia  de todo un análisis normativo previo que se ha realizado a la interno de nuestra dependencia y que ha evidenciado su pertenencia al mismo (...) En suma, los órganos del Poder Ejecutivo dotados de personalidad jurídica instrumental -como es el caso de la CNE- no forman parte de la Administración Descentralizada del Estado sino que más bien se les tiene como parte de la Administración  Central./ Siendo así, es consecuente que la CNE se encuentre en igual forma afecta al articulo 66 de la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos, y que sus recursos se tengan como parte de los recursos del Gobierno Central y por ello sujetos al principio de caja única que administrará la Tesorería Nacional.  De esta manera es que se considera a la CNE  para la puesta en marcha del proyecto de Caja Única a cargo de la Tesorería Nacional. / Es importante en este punto destacar que la titularidad de los recursos de la CNE, sigue en sus  manos. El hecho de que  la CNE forme parte de la caja única del Estado y consecuentemente con ello exista una cuenta única a cargo de la Tesorería Nacional, en ningún momento pretende afectar la titularidad de los fondos, pues los mismos seguirán siendo parte de la CNE.”
· “El Fondo Nacional de Emergencias creado (al igual que la Comisión) mediante la Ley Nacional de Emergencias, Ley N° 7914, está conformado con un presupuesto propio que por una parte procede de las partidas asignadas en el Presupuesto Nacional de la República y por el otro por aportes de donaciones, préstamos, subvenciones y demás contribuciones de personas físicas o jurídicas nacionales e internacionales. ( Ver artículos  del  34 al 39 de la Ley N° 7914) / Dicho fondo está destinado a enfrentar aquellas situaciones de emergencia que se presenten en el país o bien para  la prevención de situaciones de riesgo inminente de emergencias por medio de políticas, acciones y programas diversos de prevención. (ver artículo 35, 2 y 4 de la Ley N° 7914) / Es fundamental destacar que en el artículo 1° de la Ley  N° 7914 se regula tanto la actividad extraordinaria que el Estado debe efectuar ante un Estado de Emergencia así como la actividad ordinaria para prevenir situaciones de riesgos inminentes de emergencia en todo el país.”
· “De ahí que nuestra dependencia se cuestione lo afirmado en el oficio del Departamento Legal de CNE con número DL.253-03 de fecha 17 de octubre de los corrientes, donde se afirma que en vista de la materia que se regula con la Ley  Nacional de Emergencias no puede existir una presupuestación previa, ni una planificación de actividades, ni una programación de gastos dentro del accionar de la Comisión. Y que por tal motivo se hace imposible el acatamiento de las disposiciones de girar los recursos para la atención de las emergencias a la caja única del Estado, pues se pondría en peligro la atención de estos estados de necesidad. / En este sentido debemos resaltar dos aspectos importantes pues por una parte pareciera que en dicho criterio se está confundiendo en uno solo el accionar ordinario y el extraordinario de la Comisión. / Es claro que aunque sea imposible determinar cuantas emergencias se van atender y de que clase (terremotos, epidemias,  inundaciones, etc), no es cierto que no exista en la Comisión una serie de políticas, acciones y programas a seguir para poder enfrentar todas estas emergencias; incluso en el día a día de la CNE se trabaja para la prevención de todas estas situaciones de riesgo inminente de emergencias. / La actividad ordinaria de la CNE que se enfoca primordialmente en la prevención de las emergencias, podría decirse es la base de la actividad extraordinaria.  Se reitera en lo dicho debido a que debe quedar por sentado que la CNE no sólo trabaja en situaciones de emergencia consolidadas sino que su mayor actividad se presenta en la prevención de las mismas de ahí que exista todo un plan regulador nacional, comités de prevención y un presupuesto ordinario propio para la actividad ordinaria de la Comisión. / Esta Tesorería Nacional al disponer el ingreso a caja única de los recursos que han sido destinados a un fin específico, como es el caso de la CNE- y en especial de su actividad ordinaria-, pretende no sólo dar la debida aplicación al principio constitucional de caja única sino a su vez cumplir con los mandatos legales en dicha materia.  Al  reunir todos estos recursos en un único fondo  que administrará  la Tesorería  se efectuará según lo regulado en el párrafo segundo del numeral 66 de la Ley N° 8131 en el que se dispone la existencia de un presupuesto independiente. / Dicho artículo reza: “Artículo 66. –Caja Única  (...) Los recursos recaudados en virtud de leyes especiales que determinen su destino, se depositarán en cuentas abiertas por la Tesorería Nacional en el Banco Central de Costa Rica. Estos recursos financiarán total o parcialmente, según lo disponga la Ley respectiva, el presupuesto de gastos del ente responsable  de la ejecución del gasto. La Tesorería Nacional girará los recursos a los órganos y entes, de conformidad con sus necesidades financieras según  se establezca en la programación  presupuestaria anual.”/ En sí se creará una cuenta especial en el Banco Central y la Tesorería como administrador girará los recursos a la Comisión según lo establecido en la programación financiera de la CNE. / En este sentido, debe indicarse que la Tesorería Nacional administrará los recursos de la CNE pero en ningún momento podrá intervenir en las decisiones presupuestarias de la comisión mucho menos tratándose  de actividades propias de la atención y prevención de emergencias.” 

· “Respecto a la especialidad y excepcionalidad a que hace referencia el criterio de la Asesoría Legal de la CNE, debemos indicar en primera instancia sobre la excepcionalidad;  que si bien la Ley N° 8131 contiene en su numeral 127 una derogatoria de todas las normas que se opongan a dicha ley y concretamente aquellas disposiciones que otorguen a órganos incluidos en  el Gobierno Central la facultad de manejar recursos financieros sin que estos ingresen a la Caja Única del Estado; ello no significa que esté derogando el régimen de excepción para la atención de emergencias de la Comisión que le ha sido dado constitucional y legalmente; pues dicha actividad extraordinaria continuará su accionar mediante un tratamiento de excepción ante la rigidez presupuestaria. (...) Por otra parte se hace alusión al término  especialidad, si bien este es un carácter que se le atribuye a leyes como la que aquí nos ocupa, es importante tener en claro que la Ley Nacional de Emergencias, contiene dentro de su especialidad disposiciones claras respecto a su competencia con procedimientos muy propios pero que en nada le permitirían excusarse de su pertenencia a la Caja Única del Estado administrada por la Tesorería Nacional. / En criterio de la Procuraduría el recurrir al criterio  de “especialidad”  para desatender la pertenencia a la Caja Única no es correcto ni valedero.  En este sentido ha indicado:“Por otra parte, no puede recurrirse al criterio hermenéutico de “especialidad” para pretender que los recursos de la Imprenta sigan siendo depositados en una cuenta especial en un banco del Estado.  Es aplicable lo señalado por la Procuraduría en relación con las disposiciones relativas a la Autoridad Presupuestaria y contenidas en la Ley N° 8131: “ Por otra parte debe recordarse que el criterio de especialidad de la norma, en tanto señala la prevalencia de la norma especial sobre la general no tiene el valor de una regla jurídica aplicable siempre por sobre el criterio cronológico. Por el contrario, dicha prevalencia cede a favor de la norma general cuando sólo así la norma general tiene  la vocación de regular uniformemente y, por ende, comprender dentro de sus regulaciones los supuestos anteriormente excluidos, prevaleciendo sobre situaciones preexistentes...” Dictamen N° C-224-2003 de 23 de julio de 2003.” ( PGR, Dictamen C-336-2003 de 29 de octubre de 2003). / De este modo, ni el criterio de especialidad ni el criterio de excepcionalidad que le son atribuidos a la Ley N° 7914 le permiten excusarse de su pertenencia a la Caja Única del Estado.”

La Tesorería Nacional finaliza el oficio TN-2834-03 con las siguientes conclusiones:

· “La Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, como órgano de  desconcentración máxima adscrito a la Presidencia de la República con personalidad jurídica instrumenta [sic]; en virtud de dicha naturaleza se tienen como parte de la Administración Central y por ende tiene la obligación de sujetarse a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley N° 8131, Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos. / El Fondo Nacional de Emergencias en adelante debe administrarse según lo dispuesto en el numeral 66 de la Ley N° 8131, en el fondo único a cargo de la Tesorería Nacional. / La actividad extraordinaria que debe realizar la CNE seguirá su modus operandi conforme lo dispone la Ley N° 7914, por constituir un procedimiento de excepción ante la rigidez presupuestaria, pero bajo la administración de la Tesorería Nacional.”


Ante una solicitud de reconsideración planteada por la Comisión en relación con el oficio anteriormente citado, [mediante oficio PRE-440-03], la Tesorería Nacional emite el oficio TN-360-2004 del 26 de febrero del 2004, en el cual reitera su posición y señala:

“Desde nuestra perspectiva ha quedado bien fundamentada mediante los argumentos de derecho expuestos en el oficio TN-2834-03 la situación que en adelante debe acatar la CNE  respecto a su pertenencia e inclusión en la Caja Única del Estado administrada por la Tesorería Nacional.  En forma certera se destacó mediante  el oficio en mención en lo que respecta a la actividad extraordinaria -misma que atiende las emergencias-  de la CNE;  que seguiría su “modus operandi” conforme lo dispuesto en la Ley N°7914, por constituir un procedimiento de excepción establecido ante la rigidez presupuestaria; pero manteniendo los recursos en la caja única.  Al respecto, considerando las especiales situaciones que se pueden presentar por emergencias imprevistas, ya en su oportunidad explicamos las opciones que se tienen para enfrentar gastos no incluidos inicialmente en la programación de caja preparada por la institución, lo cual incluso se ha incorporado en el reglamento operativo de la Caja Única, que me permito remitirle adjunto a la presente (...) Si bien es cierto comprendemos su interés de aclarar los aspectos legales correspondientes, no podemos dejar pasar el hecho de que el retraso en la incorporación de los fondos de su representada a la caja única genera perjuicios y eventuales responsabilidades que, como es de esperar, estando el tema suficientemente claro por nuestra parte, esta Tesorería se exime de responsabilidad sobre las consecuencias que puedan derivarse a futuro para la CNE; de mantenerse  su negativa a formar parte de la Caja Única.”

IV. Criterio de esta Contraloría General.

Tal y como se plantea en la solicitud de la Comisión, las posiciones reseñadas difieren diametralmente en relación con la obligatoriedad de incorporar dentro de la Caja Única del Estado los recursos que conforman el Fondo Nacional de Emergencias, disparidad de criterios que se origina en divergencias sobre la interpretación del artículo 35 de la Ley Nacional de Emergencias en relación con la Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos, artículos 66 y 127, inciso e), principalmente.


Para adoptar una posición sobre el particular deben señalarse expresamente una serie de consideraciones:

(a) La Comisión es un órgano dotado de personalidad jurídica instrumental, adscrito al Ministerio de la Presidencia. En tal sentido basta con remitir al texto del artículo 13, párrafo primero, de la Ley Nacional de Emergencias: “Créase la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, en adelante la Comisión, como órgano de desconcentración máxima adscrito a la Presidencia de la República, con personalidad jurídica instrumental, patrimonio y presupuesto propios.”

(b) Para efectos de la aplicación de la Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos, la Comisión se ubica en el inciso a) de su artículo 1
.  Como se indicó en el acápite precedente, la Comisión se encuentra adscrita al Ministerio de la Presidencia, el cual a su vez forma parte del Poder Ejecutivo, por ende, la Comisión no puede ser considerada como un ente descentralizado. Sobre el particular debe destacarse que la Procuraduría General de la República, mediante dictamen C-020-2004, emitido en respuesta a una consulta de la Comisión, referente a su capacidad procesal en virtud de la personalidad jurídica instrumental que ostenta, realiza una remisión a su jurisprudencia y cita el dictamen C-280-2002, en el cual se indica: “En los diversos dictámenes que la Procuraduría ha emitido en relación con la personalidad instrumental o la personificación presupuestaria en el seno del Estado, ha sido clara en cuanto que en estos casos la personalidad no se manifiesta, ni lleva implícita, una descentralización de funciones. Por consiguiente, en sentido estricto no puede considerarse que los órganos que son dotados de personalidad jurídica instrumental formen parte de la Administración Descentralizada. No puede sino considerarse que esas personas instrumentales forman parte de la Administración Central, constituyendo normalmente órganos del Poder Ejecutivo y como tales dependencias de éste. Ante la imposibilidad de considerar las personas instrumentales como Administración Descentralizada, debe entenderse que están comprendidos en el inciso a) del artículo 1ª de la Ley y no en el c) de ese mismo inciso.”
(c) El artículo 127, inciso e), de la Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos modificó parcialmente el artículo 35 de la Ley Nacional de Emergencias. La Ley de administración de la República y presupuestos públicos dispuso la derogatoria de las normas jurídicas “que otorguen a órganos de los entes y órganos incluidos en los incisos a) y b) del artículo 1 la facultad de manejar recursos financieros sin que estos ingresen a la caja única del Estado”. Habida cuenta que la disposición del legislador es genérica y no se hizo reserva alguna en salvaguarda de lo establecido en el numeral 35 de la Ley Nacional de Emergencias, este debe entenderse derogado en lo atinente al otorgamiento de facultades a la Comisión para administrar, fuera de la caja única del Estado, el Fondo Nacional de Emergencias y disponer la inversión de sus recursos en títulos que reúnan las características que se encontraban establecidas en la citada norma. Cabe aclarar que en lo demás, el referido numeral 35 permanece vigente, asimismo es importante indicar que esta Contraloría General no considera válido apelar al criterio de especialidad para postular que el artículo 127 de la Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos no modifica a la primera norma mencionada, por cuanto su texto se dirige específicamente a declarar la derogatoria de todas las disposiciones especiales que otorgaban a diversos órganos, como excepción a la regla prevaleciente, la facultad de manejar recursos financieros fuera de la Caja Única del Estado. En virtud de la disposición comentada, sólo mediante una mención expresa del legislador habría sido posible mantener vigente cualesquiera de las atribuciones excepcionales otorgadas con anterioridad a la Ley N° 8131, incluida la contenida en el texto del artículo 35 de la Ley N° 7914. Sobre este particular son relevantes las consideraciones de la Tesorería Nacional, fundamentadas en criterios de la Procuraduría General de la República que se citan líneas arriba, también es pertinente lo indicado por este último órgano en el dictamen C-087-2001 del 22 de marzo de 2001: “La doctrina reconoce tres criterios para resolver las antinomias normativas: el jerárquico, el cronológico y el de la especialidad. Empero, independientemente del criterio que sea procedente, deja claro que sólo una imposibilidad completa de cohabitación entre las dos normas permite afirmar la existencia de una derogación implícita de una de ellas. Pero, además, es necesario recordar que cuando existen problemas de antinomia normativa no se está, en estricto sentido, ante una colisión derogatoria porque la norma posterior no va dirigida a derogar y, por ende, a determinar la pérdida de vigencia de la norma anterior. Se trata de un problema de aplicación, llamado por algunos "supletoriedad aplicativa" (J. L, VILLAR PALASI-J.L. VILLAR EZCURRA: "La libertad constitucional del ejercicio profesional". Estudios sobre la Constitución Española, II, Editorial Civitas, 1991, p. 1410). En consecuencia, la aplicación de los criterios hermenéuticos puede conducir a que se aplique una determinada norma, pero la no aplicada continua formando parte del ordenamiento jurídico, manteniendo entonces su vigencia. Simplemente deja de tener efectos para el caso que regula y en supuestos muy concretos. Lo anterior sobre todo cuando el punto debe ser resuelto con base en el criterio de especialidad.”  (El énfasis no es del original.)
(d) En virtud de lo indicado en los puntos precedentes, el artículo 66 de la Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos es aplicable a la Comisión y al Fondo Nacional de Emergencias.  Siendo la Comisión una dependencia del Poder Ejecutivo, y no existiendo normativa vigente que la autorice para la administración del Fondo Nacional de Emergencias fuera de la Caja Única del Estado, tanto la Comisión como el referido fondo se encuentran comprendidos dentro de las estipulaciones del artículo 66 de la Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos, párrafos primero y segundo. Al respecto, no existe ninguna distinción que realizar con motivo de la reforma al referido numeral por medio del artículo 7 de la Ley de reestructuración de la deuda pública
, habida cuenta que, en lo que interesa, dicha reforma sólo vino a aclarar o especificar el contenido del concepto “Gobierno de la República”, utilizado antes de la modificación legal, sustituyéndolo  por la noción de “Gobierno, entendido este como los órganos y entes incluidos en los incisos a y b del artículo 1” de la Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos. Tanto antes, como después de la modificación legal, la Comisión ha formado parte del Poder Ejecutivo, por tanto se encuentra comprendida en el concepto de Gobierno de la República o Gobierno en los términos de la disposición vigente en la actualidad. 


En conclusión, en relación con la solicitud planteada debe indicarse que esta Contraloría General coincide con el criterio sustentado por la Tesorería Nacional, órgano rector del Subsistema de Tesorería del Sistema de Administración Financiera de la República.

V. Observaciones Finales.


Esta Contraloría General considera oportuno señalar que el traslado del Fondo Nacional de Emergencias a la Caja Única del Estado le confiere graves responsabilidades a la Tesorería Nacional, por cuanto ese órgano deberá garantizar a la Comisión Nacional de Emergencias la disposición oportuna de los recursos necesarios para la atención de sus altos cometidos, en procura de la adecuada atención de los estados de emergencia y la oportuna prevención de situaciones de riesgo inminente. En virtud de las modificaciones legales al marco legal bajo comentario, la Tesorería Nacional no sólo amplía sus facultades sobre los recursos que integran el Fondo, sino que al mismo tiempo se constituye en garante y obligada colaboradora de la Comisión en la eficaz aplicación de éste patrimonio a los fines establecidos en la Ley N°7914 y sus reformas. 


Por ende, se considera que ambas instituciones deberán definir los requerimientos necesarios para el manejo del Fondo, de manera que se resguarde su seguridad y la disponibilidad oportuna para la atención de las situaciones que demanden su utilización. Dentro de los aspectos a tomar en cuenta para el caso concreto de las actividades a cargo de la Comisión, se encuentra la consideración del contenido del numeral 41
 del Decreto N° 31527-H del 23 de octubre del 2003 (Reglamento para el funcionamiento de la caja única).



Finalmente, debe señalarse que, sin perjuicio de la negociación y adaptaciones particulares que se requieran en atención a la naturaleza de su cometido, la Comisión, como cualquier otro órgano integrante del Sistema de Administración Financiera de la República, deberá acatar oportunamente las disposiciones emitidas por la Tesorería Nacional en el ejercicio de sus competencias como órgano rector del Subsistema de Tesorería. 

Atentamente,

    Lic. José Luis Alvarado Vargas

        




    Gerente de Área





JRBCH/gfd

ci     Junta Directiva CNE

        Auditoría Interna CNE

        Tesorería Nacional – Ministerio de Hacienda

        Archivo Central 

ce    Secretaría Técnica DFOE

Ni:    5631

Gestión: 2004001357-2

Producto: 2004012035

[image: image1.emf] 

Criterios y dictámenes.

Descriptores: Solución de conflictos financieros. Fondo Nacional de Emergencias. Caja Única.
� En lo sucesivo denominada como “la Comisión”.


� N° 7428 del 26 de agosto de 1994.


� El Diccionario de la Real Academia  (� HYPERLINK "http://www.rae.es" ��www.rae.es�) establece como primera acepción del adjetivo “financiero, ra” la siguiente: “Perteneciente o relativo a la Hacienda pública, a las cuestiones bancarias y bursátiles o a los grandes negocios mercantiles”.


� En el expediente legislativo N° 10150, correspondiente a la actual Ley orgánica de la Contraloría General de la República, consta una referencia explicativa al primer proyecto remitido al Poder Legislativo, suscrita por los entonces Contralor y Subcontralor Generales de República, la cual en lo referente al numeral 12, inciso 8) de la propuesta, que corresponde al 37, inciso 2), de la legislación finalmente aprobada se señala: “Esta disposición repite lo correspondiente al inciso h) del artículo 4° de la Ley Orgánica vigente de la Contraloría General; sin embargo la norma excluye lo relativo a la facultad de dirimir conflictos administrativos con lo cual se limita convenientemente el campo de acción del órgano Contralor, únicamente, a los conflictos financieros que surjan entre órganos, entes o entre ambos con motivo de la aplicación de leyes que regulan la Hacienda Pública. Se estimó, que el dirimir conflictos de tipo administrativo contemplado en la ley vigente, no es compatible con las competencias que se le confieren constitucionalmente al Órgano Contralor.”(Tomo I, folio 222).


� “El ordenamiento de control y de fiscalización superiores de la Hacienda Pública comprende el conjunto de normas, que regulan la competencia, la estructura, la actividad, las relaciones, los procedimientos, las responsabilidades y las sanciones derivadas de esa fiscalización o necesarias para esta. / Este ordenamiento comprende  también las normas que regulan la fiscalización sobre entes y órganos extranjeros y fondos y actividades privados, a los que se refiere esta Ley, como su norma fundamental, dentro del marco constitucional.”  Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, artículo 10.


� N° 7914 del 28 de setiembre de 1999.


� “Creación del Fondo Nacional de Emergencias. Créase el Fondo Nacional de Emergencias destinado a los fines y objetivos dispuestos en esta ley. Se conformará con los aportes, las donaciones, los préstamos, las subvenciones y contribuciones de personas físicas o jurídicas, nacionales e internacionales, además, con las partidas asignadas en los presupuestos ordinarios y extraordinarios de la República. / Este fondo será administrado por la Comisión la cual estará facultada para invertir en títulos de entidades y empresas del sector público, siempre que con estas obtenga un rendimiento real positivo. Podrá establecer, además, un fideicomiso en un banco del Estado, del Sistema Bancario Nacional con experiencia en este campo. / El Fondo y los recursos que se obtengan de las inversiones se utilizarán para atender y enfrentar las situaciones de emergencia o peligro inminente. / Sobre todas las transferencias y donaciones que la Comisión reciba, podrá cobrar una comisión hasta de un tres por ciento (3%) para gastos administrativos y controles de auditorías en los que se incurra entre la ejecución efectiva de la transferencia o donación y la declaración de emergencia.”


� “Ámbito de aplicación. La presente Ley regula el régimen económico-financiero de los órganos y entes administradores o custodios de los fondos públicos. Será aplicable a: a) La Administración Central, constituida por el Poder Ejecutivo y sus dependencias.”


� N° 8299 del 22 de agosto del 2002.


� “Pagos no considerados en la programación. En caso de un pago no considerado inicialmente en la programación y que sea urgente y justificado, la entidad participante podrá solicitar con al menos dos días de de anticipación, una modificación en su programación de gastos, quedando la Tesorería Nacional en potestad de aprobar o no la solicitud. Para efectos de valorar esa solicitud, la Tesorería Nacional considerará la oportunidad con que la entidad participante actualice su programación financiera, cuando se detectan pagos que no se van a realizar.”





